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Gabriel Pons Cortès (biel_pons@ibacom.es) es licenciado en Veterinaria y trabajador de la cooperación desde 1993. 

Ha trabajado en sectores rurales y urbanos de Centroamérica para Veterinarios Sin Fronteras, Intermón Oxfam, Entrepueblos
y la Confederación de Fondos de Cooperación y Solidaridad, y en Ecuador para ÁGORA Nord-Sud. Actualmente trabaja con

Ingeniería Sin Fronteras-Asociación para el Desarrollo.1 Es autor del estudio Herramientas de las ONGD en la
cooperación para el desarrollo económico (Bilbao, Bakeaz, 2002; Cuadernos Bakeaz, 50) y del libro El naufragio. 

Un análisis de las estrategias de desarrollo económico de las ONGD (Bilbao, Bakeaz, 2002).

Los Objetivos de Desarrollo del Milenio pretenden erradicar la pobreza extrema, la mayor parte de la cual se encuentra en las
zonas rurales. Sin embargo, y a pesar de que la mayoría de los pobres se dedica a la agricultura, la inversión de la cooperación
en el sector agropecuario ha disminuido en los últimos años, mientras los Estados de los países pobres abandonaban su papel

redistribuidor y regulador de los mercados y quedaban como simples proveedores de bienes públicos. En este cuaderno se
muestra que las políticas agrarias que se limitan a distribuir bienes públicos no son suficientes para reducir la pobreza rural,

sino que es necesario que ofrezcan a los pobres protección efectiva contra los vaivenes de los mercados debido a las
características económicas del sector agropecuario.
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1 Introducción

El primero de los Objetivos de Desarrollo del Milenio (ODM)
persigue la erradicación de la pobreza extrema y el hambre.
Su primera meta consiste en reducir a la mitad, entre 2000 y
2015, el porcentaje de personas cuyos ingresos sean inferiores
a un dólar al día. Según datos del Fondo Internacional para el
Desarrollo de la Agricultura (IFAD), el 70% de las personas
que sobreviven con esa cantidad diaria son campesinos
pobres que habitan zonas rurales (IFAD, 2001). En total, mil
doscientos millones de personas. Si queremos alcanzar la pri-
mera meta del primer ODM, será necesaria una inversión
importantísima en las zonas rurales, buena parte de la cual
deberá asignarse a la agricultura.

Sin embargo, la inversión en la agricultura no ha hecho
sino disminuir en los últimos años. La reducida atención
nacional a este sector ha coincidido con un progresivo desinte-
rés de la cooperación internacional. La agricultura ha dejado
de ser prioritaria. Marín y Areta (en prensa), analizando datos
de la base de datos CRS (Creditor Reporting System) de la
Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico
(OCDE), muestran el descenso entre 1990 y 2003 (véase el grá-
fico 1). En otro estudio, que incluye, además de la agricultura,
los sectores pesquero y forestal, el IFAD afirma que el valor
absoluto de la ayuda descendió dos tercios entre 1987 y 1998,
y su proporción con respecto a los demás sectores se redujo a
la mitad. La ayuda, más aún que la inversión pública, se desti-
na de forma desproporcionada a países —y cada vez más a
sectores no rurales— en los que no vive ni trabaja la mayoría
de los pobres (IFAD, 2001).

El crecimiento de la agricultura tiene efectos importantes
en la reducción de la pobreza rural. El aumento en un tercio
de los rendimientos puede reducir el número de pobres en
una cuarta parte, a través de la generación de empleo, el estí-
mulo de la economía rural mediante vínculos con otros secto-
res y la reducción del precio de la comida (Irz y otros, 2001).
La promoción del desarrollo agrícola es la solución más viable
para la gran mayoría de la población rural, aunque no la
única.2 La diversificación en actividades no agrícolas es una
opción complementaria (la rural non-farm economy, RNFE), a la
cual cada vez más campesinos dedican más tiempo. En
muchas ocasiones la RNFE está ligada a la agricultura y para
florecer necesita de un sector agrícola consolidado que la res-
palde. Otras veces está desligada de ésta y su crecimiento
depende de las ventajas que ofrece la zona en que se ubique.
La RNFE tiene sus límites, como veremos más adelante. 

En estos últimos años, cuando es evidente el retraso en el
cumplimiento de las metas, los países ricos han prometido
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mayores inversiones, gran parte de las cuales se van a canali-
zar a través de los presupuestos públicos de los países pobres.
Está de moda hablar de políticas públicas en el mundo de la
cooperación. Los grandes donantes como el Banco Mundial o
la Unión Europea transfieren cada vez más recursos a los
diversos ministerios de los países receptores de las ayudas,
con la intención declarada de que se destinen a la lucha contra
la pobreza. Estrategias de país, enfoques sectoriales y creci-
miento en favor de los pobres forman parte del relativamente
nuevo lenguaje de la cooperación —algo menos de un dece-
nio— que está llegando a España.

A pesar de que en las grandes instituciones (Naciones Uni-
das, Banco Mundial, Unión Europea) se considera que hay
consenso sobre los métodos de erradicación de la pobreza, no
podemos afirmar que las cosas estén tan claras en el sector
agrícola, especialmente en cuanto al papel que debe asumir el
Estado. La dificultad reside en que es complejo distinguir qué
políticas agrarias benefician a los pobres y cuáles no, en un
sector en el que, a diferencia de la salud o la educación, la acti-
vidad principal la ejerce el sector privado.

¿Benefician a los pobres las políticas de apoyo a los gran-
des exportadores? A primera vista puede parecer que no, pero
estas ayudas revierten en mano de obra para los pobres sin tie-
rra, aunque pueden discriminar a los pequeños propietarios.
¿Hay que establecer precios de garantía para los alimentos de
consumo básico? Pueden beneficiar a familias productoras
que han tenido buena cosecha, pero perjudicar a la misma
familia cuando, por haber cosechado poco, se ven forzados a
ser consumidores. ¿Conviene fijar salarios mínimos para los
jornaleros? Será bueno para éstos, y posiblemente malo para
los medianos productores que los contratan. Las políticas
agrarias son de una enorme complejidad, lo cual no facilita el
debate entre movimientos campesinos, ONGD, políticos y
banqueros multilaterales.

El objetivo de este cuaderno es aportar elementos que ayu-
den a entender esta complejidad. Para ello, en primer lugar, se
definen las características que hacen de la agricultura un sec-
tor económico especial. A continuación se analizan las políti-
cas agrarias actuales, y más adelante las que con la ayuda de
la cooperación se dedican específicamente a la lucha contra la
pobreza rural. Finalmente se plantea la cuestión que define el
núcleo del problema: si para lograr el crecimiento a favor de
los pobres es suficiente con políticas de provisión de bienes
públicos o es necesaria la intervención estatal en los mercados.
Esta cuestión se trata con dos ejemplos: uno sobre política
agraria nacional, en el que se recomiendan las políticas agra-

rias que mejor pueden favorecer a los pobres, y otro sobre
acuerdos internacionales, donde se trata el problema de la
sobreoferta estructural de materias primas agropecuarias.

2 Características económicas 
de la agricultura

El objetivo de este apartado es mostrar por qué la agricultura
es especial como sector económico y de qué manera sus pecu-
liaridades la diferencian de la industria o los servicios.

Existen tres leyes clásicas, dos de ellas enunciadas hace
varios siglos, que explican por qué la agricultura se encuentra
en desventaja con respecto a la industria, lo que ha tenido
como consecuencia el rezago y la pérdida de importancia rela-
tiva que ha tenido el sector primario en la economía. La pri-
mera se refiere al rendimiento, y las otras dos al comporta-
miento de la demanda:

■ La ley de Turgot o de los rendimientos decrecientes
expresa que, dados los factores de producción tierra,
capital y trabajo, al mantenerse fijo el primero de ellos, el
aumento de los otros dos producirá un incremento de
rendimiento limitado, llegando a un punto en que, de
aplicarse en mayor cantidad, el rendimiento decrecerá en
lugar de aumentar. Veamos un ejemplo: si tenemos una
hectárea de cultivo de maíz y aplicamos 200 kg de fertili-
zante y la mano de obra de dos personas, obtendremos
un rendimiento determinado. Si a esta misma superficie
le aplicamos 2.000 kg de fertilizante y el trabajo de veinte
personas, el rendimiento no aumentará proporcional-
mente, y lo más probable es que disminuya. Es evidente
que la tecnología ha aliviado mucho este problema,
empezando con la revolución verde y sus semillas mejo-
radas y siguiendo con la manipulación genética, pero el
límite continúa existiendo y sigue siendo más determi-
nante que en la industria.

■ Según la ley de Engel, a medida que la renta per cápita se
eleva, desciende el porcentaje de gasto total que se destina
al consumo de productos alimenticios. En términos econó-
micos se formula diciendo que la elasticidad de la deman-
da es menor que la unidad. La rigidez de la demanda, que
viene dada por la temprana saturación de las necesidades,
tiende a producir excedentes de producción y por consi-
guiente bajadas bruscas de precio, lo que se formula en la
siguiente ley.

■ La ley de King establece que un aumento en la producción
agrícola en un mercado libre tiene como consecuencia una
disminución más que proporcional en el precio. La ley de
King es una consecuencia de lo expresado por la de Engel:
al estar limitada la demanda, un aumento fuerte de la
oferta no puede ser absorbido y se produce la caída de los
precios.

Tamames (1994) enumera estas tres leyes como argumen-
tos que justifican la protección de la agricultura. Schickele
(1962) habla de la dificultad de control de la producción, debi-
do a que los agricultores son demasiado numerosos y disper-
sos como para que la gestión de los excedentes se pueda dar
de forma espontánea. La industria, en cambio, tiene mayor
capacidad de regulación de precios y sobre todo de inventa-
rios, lo cual ha ido mejorando con los años gracias a la organi-
zación de los suministros just in time.

Así como en los países ricos la ley de Engel explica las
diferencias que se producen entre campo y ciudad, los países
pobres productores de materias primas afrontan una desven-
taja adicional a las tres leyes anteriores, y que en cierta manera
es la aplicación a escala mundial de la ley de Engel.
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Prebisch y Singer describieron en los años cincuenta la
desigualdad en el comercio internacional debida a la menor
elasticidad de la demanda de los productos primarios (es
decir, que a medida que aumenta la riqueza, la demanda de
bienes primarios es proporcionalmente menor). Llegaron a
una conclusión similar a la de la ley de Engel, que como
hemos visto afecta al sector agrícola dentro de un mismo país:
se produce un deterioro en los términos de intercambio que a
largo plazo disminuye los ingresos de los países productores
de materias primas. 

Este deterioro en los términos de intercambio no necesaria-
mente implica que aquellos agricultores que se dedican a la
producción de materias primas estén condenados a la miseria.
El Banco Mundial ha pretendido incorporar algo de optimis-
mo a la visión catastrofista de Prebisch (Ferranti y otros, 2002),
afirmando que los recursos naturales no son una maldición y
que países como Estados Unidos, Canadá, Suecia y Australia
han logrado el desarrollo basándose en ellos. Sin embargo,
que estos países lo hayan conseguido no significa que la agri-
cultura no esté en inferioridad de condiciones, sino que ha
sido posible extraer una renta de ella a costa de los agriculto-
res para invertirla en sectores más productivos.

Ocampo y Parra (2002) confirman las mismas conclusiones
de Prebisch y Singer en un análisis de 24 productos, aunque el
deterioro no fue ni homogéneo ni continuo. El FMI (Fondo
Monetario Internacional) lo ha reconocido desde hace unos
años (véase el gráfico 2).

Este hecho tiene consecuencias para aquellos productores
menos tecnificados, los más pobres, que no están en condicio-
nes de conseguir los aumentos de productividad necesarios
para compensar los descensos de precios. Sobre estos produc-
tores más desfavorecidos actúa principalmente una inestabili-
dad de precios que en cada crisis expulsa a los más débiles del
mercado, y muchas veces de sus tierras.

Además de las tres leyes clásicas, la agricultura encara
otros problemas en relación con la industria y los servicios. El
primero, por obvio, a veces se olvida: el riesgo de que la cose-
cha se pierda por factores climáticos o plagas. En los países en
los que la protección al agricultor existe, este riesgo se ve dis-
minuido. Donde falta la protección, el comportamiento del

agricultor se ve condicionado por la incertidumbre de que su
inversión rinda frutos: los campesinos pobres invierten poco,
son conservadores en sus apuestas, como lo seríamos nosotros
si jugásemos en una ruleta con pocas fichas y la posibilidad de
no comer si no ganásemos.

El último escollo que mencionaremos, pero no el menos
importante, es el de los costos de transacción. Son aquellos que
se dan en el curso de los intercambios en el mercado, como
son los de información, búsqueda, negociación, los costos en
que se incurre para garantizar el cumplimiento de los contra-
tos, etc. Se distinguen de los costos físicos que se dan en la
transferencia de bienes, como el transporte, gestión y almace-
namiento, y de los costos de producción (insumos y mano de
obra necesarios para producir).

Los costos de transacción se han estudiado en la Nueva
Economía Institucional (NIE), que se ocupa de la importancia
que las instituciones tienen en la economía. La NIE define las
instituciones (distinguiéndolas de las organizaciones) como
las reglas del juego formales o informales que se dan entre los
agentes económicos. Las instituciones son importantes porque
una de sus principales funciones es disminuir los costos de
transacción: hacer que los actores del mercado se entiendan
con más facilidad, que dispongan de mejor información y que
se garanticen los contratos.

En la agricultura los costos de transacción también tienen
sus características especiales. Nos interesan principalmente
porque son mayores para la agricultura que en otras activida-
des económicas: por la dispersión geográfica, informarse de
precios y buscar compradores competitivos para la cosecha es
más difícil. También lo es conseguir crédito: los prestamistas
temen los problemas de riesgo moral, lo que significa que no
pueden conocer con exactitud las intenciones del prestatario y
temen la posibilidad de que no devuelva el préstamo. Muchas
de las políticas tradicionalmente aplicadas en la agricultura
daban por supuesto una mayor eficiencia de las fincas peque-
ñas que sólo usaban mano de obra familiar porque no tenían
que supervisar el trabajo asalariado, actividad muy costosa
(Binswanger y Deininger, 1997) que se puede considerar un
costo de transacción. Sin embargo, no se había tenido en cuen-
ta que muchos otros costos de transacción son mayores en las
granjas pequeñas que en las grandes (Kydd y Dorward, 2001),
lo que supone una desventaja adicional para los campesinos
de los países pobres.

Las políticas agrarias han tenido en cuenta estas especifici-
dades del sector desde hace muchos años (sobre todo desde la
crisis económica que empezó en 1929, hasta la crisis de la
deuda de los ochenta y los planes de ajuste estructural).

3 Tipos de políticas agrarias

El concepto de política agraria ha cambiado a lo largo de los
años. Según la definición clásica de Schickele (1962), «la políti-
ca agrícola constituye una acción gubernamental para mejorar
el nivel de vida y las oportunidades económicas de los agri-
cultores, así como el bienestar de las comunidades rurales».
Sin embargo, hoy en día el concepto de política pública ya no
se refiere sólo a la acción del Estado, sino que se define como
«cualquier forma de acción organizada que persigue objetivos
de interés colectivo, incluyendo la apertura de oportunidades
para la sociedad civil y se dirige a la corrección tanto de fallos
del mercado como del Estado, y más en general a la recons-
trucción de instituciones y organizaciones» (Ocampo, 2001).

Pero en el caso de las políticas agrarias no existe un consen-
so sobre cómo se logra el interés colectivo. Esta falta de acuerdo
se ha puesto de manifiesto con la globalización, que ha permiti-
do mostrar paralelismos y desajustes entre las estrategias políti-
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cas del norte y del sur, las posiciones de los agricultores, la opi-
nión pública y los movimientos sociales en ambos hemisferios.

Por una parte, en el norte, los agricultores de los países
ricos se sitúan en el punto de mira de la opinión pública cuan-
do se les presenta como los grandes beneficiados del protec-
cionismo agrícola, a la vez que los políticos de cada país son
los primeros en defender los subsidios para sus agricultores,
evitando tratar, al menos al mismo tiempo y en el mismo foro,
los temas de la pobreza en el tercer mundo y la protección de
la producción nacional.

En cambio, en los países del sur, como consecuencia de los
Planes de Ajuste Estructural, los ministerios de agricultura
han abandonado en los últimos años su papel de intervención
en los mercados y se han limitado a ser simples facilitadores,
sin que esté bien definido lo que esto último significa. Las
políticas se han encaminado más hacia la provisión de bienes
públicos que hacia la intervención de los mercados. El agravio
comparativo es obvio.

A este agravio norte-sur se añaden dos factores que difi-
cultan el consenso:

■ La enrevesada clasificación de las acciones que abarcan las
políticas públicas agrícolas y que pueden observarse en los
cuadros 1 y 4.

■ Con el avance de la globalización, el papel del Estado en
las políticas agrarias ha ido haciéndose más complejo
hasta incluir toda la política alimentaria, desde la produc-
ción hasta el consumo. Históricamente la política alimenta-
ria dependía de los ministerios de agricultura, con un
papel de apoyo por parte de los ministerios de salud. Hoy
participan en las cuestiones sobre agricultura los ministe-
rios de comercio e industria, y de medio ambiente, y auto-
ridades sobre la competencia (Maxwell y Slater, 2003).

Nos puede ser útil para la discusión revisar —sin preten-
der ser exhaustivos— los ámbitos en los que se desarrollan
estas políticas.

■ Política macroeconómica

La política macroeconómica es la principal política agraria,
porque define en qué límites se mueve la agricultura. Afecta a
los tipos de interés, la disponibilidad de crédito, la inflación y
los impuestos, todos ellos elementos fundamentales que deter-
minan la rentabilidad del sector agrícola. Puede tener un sesgo
industrial o agrícola, según beneficie a uno u otro sector.

Las políticas de la mayoría de los Estados han tenido un
sesgo antirrural. Por un lado, los campesinos tienen menos
capacidad de negociación que los habitantes de las ciudades, a
quienes los gobernantes han tendido a contentar porque las
revueltas urbanas son más peligrosas y difíciles de manejar que
las rurales. Por el otro, en los años cincuenta se confió mucho
en que la industrialización lograría el desarrollo de los países
pobres, por lo cual se emprendieron medidas para su fomento
en detrimento de la atención al campo, que en la mayoría de
los países se convirtió en el financiador de la industria.

Las políticas que determinan este sesgo tienen que ver
principalmente con la sobrevaluación del tipo de cambio y la
política fiscal.

Una tasa de cambio sobrevaluada —una moneda más cara
de lo que debería— desincentiva las exportaciones agrícolas y
mantiene bajos los precios internos de comida, lo que benefi-
cia a los pobres urbanos. Es posible desplazar el sesgo hacia
los productores agrícolas de manera que sean ellos los benefi-
ciados, pero hay que mantener un equilibrio delicado, porque
encarecer el precio de los alimentos puede retrasar el desarro-
llo industrial al presionar para el aumento de los salarios urba-
nos (Ray, 1998).

Algunas políticas gravan los productos agrícolas más com-
petitivos (café, cacao) mientras que subsidian los que lo son
menos (cereales y legumbres), algo difícilmente comprensible

para algunos economistas desde el punto de vista de la efi-
ciencia económica (Krueger y otros, en Binswanger y Deinin-
ger, 1997), pero más entendible desde el punto de vista estatal
en los países pobres: los productos exportables son gravables
porque son controlables en su salida del país, mientras que los
cereales y leguminosas los produce el sector informal, que
además de no pagar impuestos por sus productos es el recep-
tor teórico de las políticas redistributivas. Encontrar el nivel de
ineficiencia económica soportable en nombre de la recauda-
ción y redistribución necesarias no es fácil en países pobres.

Las políticas fiscales que dañan la agricultura todavía exis-
ten, pero la globalización ha reducido bastante los sesgos an-
tirrurales, a través de una reestructuración de los mercados
rurales que ha disminuido la discriminación contra los precios
agrícolas, aumentando la producción de comida y el empleo,
pero también el precio de la comida, con efectos ambiguos
para los pobres (Lipton, 2001). El crecimiento ha beneficiado a
los pobres allí donde ha llegado, pero donde los mercados no
han funcionado correctamente, la retirada de los subsidios y
de los servicios estatales ha resultado dañina.

Las políticas macroeconómicas, combinadas con la estruc-
tura agraria, han tenido consecuencias diversas (Binswanger y
Deininger, 1997):

■ En un grupo de países en los que predominaba la agricul-
tura familiar, los gobiernos apoyaron a los pequeños pro-
ductores a la vez que redujeron los impuestos. Se dieron
muy buenos resultados en la reducción de la pobreza. Es el
caso del Sureste asiático.

■ En un segundo grupo en el que también predominaba la
agricultura familiar (Argentina, Ghana, Nigeria, Tanzania
y otros), la ayuda gubernamental se dirigió a los grandes
productores, se mantuvo la tasa de cambio sobrevaluada y
se gravó la producción agrícola. Excepto en las regiones
con condiciones especialmente favorables, estos países vie-
ron aumentar su pobreza rural. 

■ Un tercer grupo de países (India, Kenia, México y Filipi-
nas) mantuvieron políticas macroeconómicas desfavora-
bles para los pequeños productores, pero que fueron
compensadas con apoyos parciales. Hubo modestas
reducciones de pobreza. 

■ Y en un cuarto grupo (Brasil, Colombia, Guatemala y Surá-
frica), con una distribución de la tierra muy desigual, se
combinó la protección a la industria con una tasa de cam-
bio sobrevaluada. Predominó la pérdida de ingresos por
parte de los pequeños productores.

■ Política laboral

A través de la fijación de salarios mínimos se regula uno de los
factores productivos principales, el trabajo. Puede haber políti-
cas sesgadas hacia los grandes productores o hacia los trabaja-
dores sin tierra, según el nivel que se establezca. Los salarios
mínimos sólo influyen en la agricultura familiar en la medida
en que tengan necesidad de alquilar jornaleros en temporadas
especiales.

La política laboral tiene menor influencia porque el grado
de incumplimiento de las disposiciones sobre salarios míni-
mos rurales es muy alto, dada la dificultad (y el poco interés,
normalmente) que tienen los Estados en hacerlas cumplir.
Además, el nivel de salarios es muy variable dependiendo de
las regiones, lo que dificulta la aplicación de las leyes.

■ Política comercial

La política comercial es otra de las que determinan las posibili-
dades de desarrollo agrícola. A través de aranceles y cuotas,
los Estados controlan los flujos de productos agrícolas, tanto
las entradas como las salidas, y recaudan impuestos a la vez
que protegen a sus productores, aunque suponga muchas
veces un perjuicio para los consumidores.
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La tendencia en las rondas de negociación de la OMC ha
derivado hacia la disminución progresiva de barreras comer-
ciales. Habitualmente la política comercial ha actuado prote-
giendo a los países —sean ricos o pobres— de la entrada de
productos, que compiten con los propios mediante dumping3 o
simplemente aprovechando el menor precio debido a su
mayor productividad o al menor valor de su moneda. Esta
política de protección basada en aranceles tiene grandes ven-
tajas para los países pobres: no sólo no comporta problemas
presupuestarios, sino que los alivia de éstos al recaudar tasas.
No obstante, no hay que despreciar los efectos secundarios
que tiene para el desarrollo del país a largo plazo: implica el
aumento urbano del precio de la comida, con la consiguiente

necesidad de aumento del salario industrial y la disminución
de la competitividad de sus productos manufacturados.

Entre las políticas comerciales proteccionistas están las
barreras no arancelarias ni relacionadas con subsidios, que
incluyen medidas anti-dumping, barreras sanitarias (SPS: sani-
tary and phitosanitary) o medioambientales, licencias de impor-
tación, etc., además de otras difíciles de medir porque no son
regulaciones en sí, sino que están relacionadas con la corrup-
ción en el funcionamiento de las aduanas, los retrasos en los
trámites y otras formas de desincentivar el comercio.

Describimos las principales políticas comerciales en el cua-
dro 3. En torno a ellas se dan la mayor parte de los debates
sobre la conveniencia o no de las políticas proteccionistas.
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Las políticas agrarias según la OCDE y la Organización Mundial de Comercio

Clasificación de la OCDE

■ PSE (producer support estimate, apoyo estimado al productor). Representa el valor de las transferencias brutas de con-
sumidores (calculando el sobreprecio que pagan debido a las políticas agrarias) y los contribuyentes (medido como
parte del presupuesto público dedicado a las políticas agrarias). Utilizado como porcentaje se compara con los
ingresos brutos agrarios. El PSE se subdivide en:

– MPS (market price support): todas aquellas medidas destinadas a mantener los precios agrícolas en niveles supe-
riores a los del mercado mundial.

– PO (payments per tonne of output): subsidios por tonelada de producción.
– PIU (payments based on input use): subsidios por uso de insumos.
– PA/AN (payments on area planted and animal numbers): pagos por superficie plantada o número de animales.
– PHE (payments based on historical entitlements): pagos según ingresos históricos.
– Otros.

■ GSSE (general services support estimate). Es el valor monetario de las transferencias a servicios generales provistos a la
agricultura colectivamente (no individualmente a los granjeros), tales como investigación y desarrollo, extensión
agraria y servicios de inspección.

■ TCT (taxpayers-consumers transfers). Son las transferencias de los contribuyentes a los consumidores (programas de
alimentos subsidiados para pobres, como el Food Stamp de Estados Unidos).

■ TSE (total support estimate, apoyo total estimado). Es la suma de PSE, GSSE y TCT. Equivale al valor monetario anual
de todas las transferencias de contribuyentes y consumidores que surgen como consecuencia de las políticas agrarias.

Clasificación de la Organización Mundial de Comercio (OMC)

La OMC clasifica sus ayudas en cajas donde se incluyen las políticas agrarias según el grado de distorsión que produ-
cen en el comercio:

■ Caja ámbar. Se trata de medidas que distorsionan el comercio y la producción y son objeto de limitaciones por parte
del acuerdo sobre agricultura de la OMC. Su valor monetario es el AMS (aggregated measurement support), que repre-
senta el valor de todos los apoyos que distorsionan el comercio.

■ Caja azul. Son pagos directos bajo programas que incluyen algún tipo de restricción de la producción. Se aplican
con restricciones.

■ Caja verde. Se trata de medidas poco distorsionantes, aplicables sin restricciones.
■ De Minimis. Exime de reducción a un 5% del valor total de la producción (un 10% para los países en vías de desa-

rrollo).
■ Caja S&D (special & differential). Exime de reducción a los subsidios para insumos de los países en vías de desarrollo

y a los programas de sustitución de cultivos en la lucha contra el narcotráfico.

Young y otros (2002) consideran útiles estas categorías de la OMC para utilizarlas en negociaciones, pero poco claras
para entender los impactos en la distorsión del comercio. Las categorías de la OCDE no distinguen si los programas
distorsionan o no el comercio. El PSE incluye todas las ayudas, estén prohibidas o no por la OMC, más un cálculo de
los beneficios obtenidos por los agricultores gracias a las medidas proteccionistas. El AMS (aggregated measurement sup-
port, medida agregada de la ayuda), en cambio, incluye todas las medidas de la caja ámbar, pero excluye algunas barre-
ras arancelarias y subsidios a la exportación que sí se incluyen en el PSE.

La poca claridad en la clasificación, así como la irregularidad en las notificaciones a la OMC (Estados Unidos ha lle-
gado a informar de sus ayudas con tres años de retraso), dificultan la cuantificación de las ayudas más dañinas.

Tangermann, por su parte, llega a la conclusión de que los niveles de apoyo, medidos como PSE, no han disminuido
significativamente después de la ronda de Uruguay de 1986. Sí ha cambiado la composición de las políticas utilizadas:
se han reducido mucho el apoyo a los precios de mercado y los subsidios a la producción (las ayudas acopladas). Junto
con la disminución del margen entre los precios nacionales, concluye que algo se ha avanzado en la liberalización del
comercio agrícola.

Cuadro 1

Tangermann (2003) y Young y otros (2002).Fuente



■ Infraestructuras

La inversión en infraestructuras está destinada a paliar
varios de los grandes problemas que afectan al sector agro-
pecuario:

■ El aislamiento de las zonas rurales y su lejanía de los mer-
cados, mediante la construcción de carreteras. El transpor-
te es uno de los mayores costos que deben afrontar los pro-
ductores.

■ La falta de agua es una de las principales restricciones al
aumento de la productividad en las zonas áridas y semiá-
ridas. Los proyectos de riego suministran agua a precios
subsidiados.

■ La producción agropecuaria, a diferencia de la industrial,
es perecedera en mayor o menor medida. El almacena-
miento público permite acumular las cosechas en condicio-
nes adecuadas.

Así como los dos primeros permanecen en manos públi-
cas, en muchos países en desarrollo se han privatizado la
mayor parte de los almacenes estatales de granos. En las zonas
con grandes producciones y mercados cercanos, las privatiza-
ciones han tenido éxito, pero en las zonas alejadas han dejado
sin el servicio (por desinterés de los inversores ante las pocas
expectativas de ganancia) a los productores más pobres. Es un
caso típico de fallo de mercado.

En los países ricos, donde la producción de granos es sufi-
ciente, el almacenamiento público para el control de exceden-
tes ha sido sustituido por programas de limitación de superfi-
cies plantadas o cuotas de producción, método más barato y
eficaz a la hora de evitar la sobreproducción.

■ Reforma agraria

El acceso a la tierra es la primera condición para que el agri-
cultor pueda producir, independientemente de si la tiene en
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Las políticas agrarias, la cooperación y el salto de altura

Imaginemos que la agricultura es como una competición de salto de altura. Los agricultores son los saltadores. El listón
es la productividad necesaria para poder vender en los mercados tanto nacionales como internacionales. La altura del
listón la deciden las políticas comerciales. 

Las políticas públicas pueden enseñar técnicas de salto (extensión agraria para la mejora tecnológica), financiar
zapatillas deportivas de calidad (crédito) o mejorar la pista (inversiones en infraestructura). Pero cada vez menos deci-
den a qué altura se pone el listón. Bajarlo para que sea más fácil saltar para cualquier competidor cuesta dinero: cuanto
más abajo esté, más tiene que pagar el Estado en subsidios, y el consumidor en impuestos o precios altos de la comida.
Bajarlo sólo para tus competidores (poner aranceles, que sería lo mismo que subir el listón sólo a los demás) está prohi-
bido para los países pobres por la OMC y los tratados de libre comercio.

¿Qué se puede hacer con los atletas sin zapatillas, desnutridos y desmotivados, que no pueden saltar el listón pues-
to a alturas de países ricos? O quedan fuera de la competición, o no queda más remedio que reconocer que hay que
bajárselo a un nivel que puedan saltar, aunque cueste dinero a la cooperación. Además, hay que vigilar las trampas de
los ricos: tienen el dinero que necesitan para bajar el listón de los suyos cuando quieren, sea como locales o como visi-
tantes.

Cuadro 2

Elaboración propia.Fuente

Principales políticas comerciales

■ Aranceles: impuestos a bienes extranjeros recaudados en las economías nacionales. Pueden ser aranceles fijos (la
misma tarifa se aplica cualquiera que sea la cantidad importada) o ad valorem (se aplica un porcentaje al precio inter-
nacional).

■ Cuotas de protección: restringen la cantidad de producto importado por debajo de la que sería posible.
■ Derechos reguladores o exacciones variables: es un arancel que periódicamente se ajusta a las variaciones de precios para

mantener la diferencia entre el precio de garantía pagado al productor nacional y el precio más bajo del mercado
internacional. Ha sido durante muchos años el mecanismo más empleado en la Unión Europea.

Otros mecanismos se dan en forma de subsidios. No se incluyen estrictamente en la política comercial, porque el
comercio no se restringe y los productores cobran de la Hacienda Pública. La carga pasa de los consumidores a los con-
tribuyentes. No se pretende directamente una disminución de las importaciones, pero el efecto es el mismo, a través de
la reducción de los costes de producción. Son éstos:

■ Primas compensatorias: es un subsidio a la producción que permite aliviar a los consumidores del costo que represen-
taría para ellos asumir los precios más altos. Está pensado para mantener un precio de garantía más alto que el del
mercado internacional. El subsidio cubre la diferencia entre ambos precios.

■ Subsidios directos: es un pago, también proveniente de la Hacienda Pública, por unidad de producto protegido, paga-
do directamente al productor. Puede ser asimismo un subsidio a los insumos (fertilizantes, piensos), con el mismo
efecto de reducción de costes de producción.

Los subsidios pueden ser para exportación si las instituciones estatales compran los productos a un precio interior
más alto y los colocan en el mercado internacional, o si utilizan mecanismos de promoción o créditos subsidiados.
También existen las exportaciones teóricamente no comerciales, como la ayuda alimentaria o los programas de entrega
de excedentes. No son dañinas para los productores de los países receptores cuando permanecen fuera de los circuitos
comerciales nacionales (si se entregan a pobres que no podrían pagarlos, a damnificados de catástrofes, etc.). Sin
embargo, esto ni es siempre posible ni está siempre controlado.

Cuadro 3

Houck y Briz, 2004.Fuente



propiedad o en alquiler. La desigualdad en la distribución de
la tierra es una de las principales causas de la pobreza rural.
Cuando los agricultores no la tienen en propiedad, no pueden
recibir crédito por falta de garantías que ofrecer a los bancos. 

A grandes rasgos, las reformas agrarias pueden clasifi-
carse en:

■ Redistribución impuesta de la propiedad: es la reforma clásica,
en la que el gobierno requisa o expropia tierras para entre-
garlas a los campesinos, en régimen individual o colectivo
(modalidad ya en desuso, y que donde existió ha revertido
a las formas individuales).

■ Reforma de la tenencia: consiste en la regulación institucional
de los derechos de propiedad y contratos de alquiler. Está
basada en la necesidad de existencia de derechos de pro-
piedad claros.

■ Reforma negociada: está dirigida por las peticiones de los sin
tierra, que negocian sus necesidades con el gobierno. La
sociedad civil tiene un papel importante acompañando a
los sectores demandantes de tierra.

■ Reforma de mercado: el Estado interviene para favorecer la
compraventa de propiedades apoyando a los pequeños
productores mediante la provisión de instituciones que
faciliten las transacciones o préstamos con tipos de inte-
rés subsidiados. La necesidad de intervención del Estado
se explica porque la tierra suele tener un valor que está
por encima del que le proporciona su productividad, por
lo que los pobres difícilmente pueden pagarla sólo con su
trabajo.

El apoyo de los países ricos a las reformas agrarias ha sido
variable. Durante los años sesenta y setenta, Estados Unidos
las apoyó con fines contrainsurgentes. A mediados de los
ochenta, con menos insurgencia y la llegada de los Planes de
Ajuste Estructural, la reforma agraria desapareció de la agen-
da. La Nueva Economía Institucional la trajo de vuelta en los
noventa al explicar cómo el mal funcionamiento de los merca-
dos perpetúa la pobreza. La cooperación, especialmente de la
Unión Europea y el Banco Mundial, se ha apuntado a la vuelta
de la reforma agraria, aunque dedicando la mayor parte de los
fondos a la mejora de los catastros e instituciones reguladoras
y una ínfima parte a compras de tierra.

En todos los casos las reformas agrarias deben ir acompa-
ñadas por las demás políticas (macroeconómica, extensión
agraria y crédito…), dado que si no es así revierten fácilmente
al estado inicial (tal como ocurrió en El Salvador y Nicaragua
en los años noventa).

■ Política medioambiental

La necesidad de aplicar una política medioambiental que
apoye al agricultor está basada en que el costo social por no
conservar las tierras es mayor que el individual (Schickele,
1962). Es decir, al campesino le puede resultar económicamen-
te más rentable extraer provecho a la tierra sin cuidarla (espe-
cialmente si la alquila) y abandonarla por otra o cambiar de
actividad. El deterioro ambiental, una vez que el campesino
ha extraído el provecho, recae en el país entero. Ante este
hecho lo idóneo no es culpar al campesino por su actitud eco-
nómicamente racional, sino tomar medidas compensatorias
adecuadas para evitarlo.

En los trópicos son especialmente graves los problemas de
erosión, por la concentración e intensidad de las lluvias. El uso
del fuego para eliminar maleza es más habitual que en los paí-
ses templados, debido a la baja productividad de la mano de
obra y la escasez de maquinaria.

La política medioambiental se complementa con la refor-
ma agraria: esta última es necesaria para detener la deforesta-
ción y la desertificación, que continuarán mientras se necesi-
ten tierras en la frontera agrícola con los bosques y no esté
regulado su uso ni registrada su propiedad.

■ Información y estadísticas

Los Estados ya intervenían para informar a los productores
sobre precios y mercados mucho antes de que en los años
ochenta se teorizara sobre los problemas de asimetría de infor-
mación. Una de las características del medio en el que se
desenvuelve la agricultura es la dispersión geográfica, que
aumenta los costos de transacción, en este caso los de adquisi-
ción de información (precios o compradores).

■ Crédito y seguros

La falta de crédito es uno de los fallos de mercado más comu-
nes en las zonas rurales. Si el crédito ya es de por sí una activi-
dad de riesgo, el crédito agrícola lo es más (por problemas 
climáticos, plagas o variaciones de precios), sobre todo en
ausencia de seguros que lo acompañen y debido a que, llega-
dos a un cierto nivel de riesgo, los bancos se niegan a financiar
la agricultura. Al riesgo real que se produce en la agricultura
se le añade también el riesgo moral: en la mayoría de los países
pobres faltan instituciones capaces de garantizar el cumpli-
miento de los contratos, incluidos los de crédito. Además, los
bancos no existen en las zonas remotas o con poca población.
Ante la ausencia de mercados financieros, los campesinos tien-
den a ahorrar en especie (ganado, grano).

El Estado ha intervenido otorgando crédito desde los ban-
cos nacionales con resultados diversos: en algunos casos, bue-
nos (por ejemplo, en Indonesia), y en la mayoría, malos (en
Latinoamérica y África, donde se pueden encontrar altos nive-
les de morosidad con los bancos estatales, sobre todo debido
al clientelismo político).

Como en muchas actividades estatales necesarias (el fallo
de mercado existe: la banca privada no siempre se ocupa del
sector agropecuario), el mal funcionamiento no justifica su eli-
minación, sino la necesidad de mejorarlo. Cuando la salud o la
educación estatales no funcionan, no se suele pensar en supri-
mirlas, aunque en el caso del crédito hay que reconocer la difi-
cultad de superar los problemas de clientelismo y riesgo
moral.

Los seguros son un complemento necesario del crédito. El
campesino, al cubrir parte de los riesgos, invierte más, aumen-
tando así su productividad. También recibe crédito con más
facilidad. Pero los seguros agrarios están poco desarrollados
en los países pobres, principalmente por lo caro que resulta el
peritaje y por el mismo problema de riesgo moral que se
encuentra en el crédito. 

El Banco Mundial ha desarrollado varios tipos de seguros
más sencillos que evitan estos obstáculos. Están basados en
índices (por ejemplo, cantidad de lluvia caída en una determi-
nada área) que hacen innecesarios los peritajes. Pueden verse
más detalles en <http://www.itf-commrisk.org>.

■ Sanidad animal y vegetal

La intervención estatal en cuestiones sanitarias está dirigida no
sólo a salvaguardar la salud de los consumidores, sino también
a proteger a los productores de pérdidas por enfermedades o
plagas, las cuales representan un gran porcentaje del riesgo que
afrontan las actividades agropecuarias. Las pérdidas por epide-
mias o plagas pueden reducirse coordinando las acciones con-
tra las enfermedades e implicando a todos los productores. Las
medidas coercitivas pueden justificarse en nombre del bien
común: la falta de colaboración de algunos productores puede
empeorar o extender las plagas o enfermedades.

■ Innovación tecnológica

La innovación tecnológica es fundamental en una actividad
económica cuyo principal factor de producción, la tierra, no
puede crecer. Es la principal vía de aumento de la productivi-
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Políticas públicas agropecuarias

Área Tipo de actuación Subtipos de actuación Efecto pretendido Clasificación Clasificación 
OCDE OMC

Política Gestión de los Devaluaciones, política Mayor — —
macroeconómica tipos de cambio fiscal competitividad 

exportadora

Política laboral Fijación de salarios Acceso a factores de — —
mínimos producción: trabajo

Control de la Cuotas de Control de producción Control de — Caja azul
producción producción o límites a áreas excedentes y precios

plantadas, Acuerdos 
Internacionales sobre 
Materias Primas (ICA)

Destrucción de Control de — —
excedentes excedentes y precios

Política Comercialización Mercadeo y promoción Disminución de GSSE Caja verde
comercial interna costos de transacción

Compras destinadas a Disminución de TCT Caja verde
asistencia social excedentes

Apoyo a las Información y contactos Disminución de GSSE Caja verde
exportaciones para la exportación costos de transacción

Subsidios a las Precios más PSE-MPS Caja ámbar
exportaciones competitivos

Restricciones a las Aranceles, cuotas, Protección frente a PSE-MPS Caja ámbar
importaciones banda de precios productos foráneos

Control de calidad Facilitación de la — —
comercialización

Subsidios a la Precios de garantía STABEX (precio de Mantenimiento de Países no —
producción (‘output subsidies garantía ex-post para rentas OCDE
(‘output tied to price’) los países de África, 
subsidies’) o el Caribe y el Pacífico)
pagos acoplados

Precio de garantía Mantenimiento de PSE-MPS —
(‘deficiency payment’) rentas

Subsidios directos Subsidio por Mantenimiento de PSE-PO Caja ámbar, 
a la producción producción (‘payment rentas caja azul

per tonne of output’)

Subsidio según área Mantenimiento de PSE-PA/AN Caja ámbar, 
plantada o número rentas caja azul
de animales

Subsidio a insumos Disminución de los PSE-PIU Cajas ámbar, 
(‘payment based on costos de producción azul, S&D
input use’)

Pagos directos a Pagos directos por ‘Production flexibility Mantenimiento de PSE-PHE Caja ámbar 
explotaciones granja contracts’ (Estados rentas (según 
(‘farm-based Unidos), NISA (Canadá), antecedentes
payments’) PROCAMPO (México) históricos) o 
o pagos y ayudas por verde (según 
desacoplados mantenimiento del ingresos

paisaje y medio medios o 
ambiente (UE) mínimos)

Cuadro 4

(continúa)



dad. Los Estados la han promovido desde hace siglos median-
te la llamada extensión agraria (en España lo hicieron las
Sociedades de Amigos del País, hijas de la Ilustración). Aun
así, muchos países han desmontado o reducido al mínimo sus
servicios de extensión agraria por ajustes presupuestarios,
aunque existe consenso en que se deben mantener. Los límites
de la innovación, principalmente en cuanto a transgénicos,
están sujetos a debate.

■ Fomento del asociacionismo

Una de las principales limitaciones que tienen los agricultores
para mejorar su nivel de vida es la falta de capacidad de nego-
ciación colectiva allí donde no están organizados. La interven-
ción estatal está justificada para promover la capacidad de
negociación de los grupos más desfavorecidos, aunque nor-
malmente los gobiernos no demuestran mucho entusiasmo en
empoderar a sus pobres.

La formación de cooperativas de agricultores permite dis-
minuir los costos de transacción, al facilitar tanto las compras
de insumos como las ventas. Son la principal herramienta de
incorporación de pequeños agricultores a las ventajas que en
ocasiones puede ofrecer la globalización.

En resumen, las políticas agrarias desempeñan un papel
importante en asegurar la definición de los derechos de pro-
piedad, a través de la certificación y titulación de tierras, que
son necesarias para eliminar sesgos contra los agricultores que
carecen de títulos bien definidos, aspecto en el que el Banco
Mundial ha trabajado ampliamente. También son un elemento
clave en la organización de los productores, al facilitar y pro-
mover sus acciones colectivas, como las sociedades de produc-
tores, las cajas rurales, las asociaciones, las cooperativas, etc.
Además, se pueden crear contratos de arrendamiento, segu-
ros, fideicomisos, etc., que pueden contribuir a bajar los costos
de transacción particularmente elevados en el mundo rural,
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Infraestructuras Inversión vial Disminución de GSSE —
costos de transporte

Riego Disminución de GSSE —
costos de producción

Almacenamiento Almacenes públicos Stock para seguridad — Caja verde
(seguridad alimentaria) alimentaria

Almacenes públicos Disminución de GSSE o Caja ámbar o 
(‘buffer stocks’) costos de venta o PSE-MPS verde

control de excedentes

Distribución de silos Seguridad Países no —
a campesinos alimentaria OCDE

Reforma agraria Estatal Leyes de expropiación, Acceso a factores de — —
y colonización mediaciones producción: tierra

De mercado Bancos de tierras Acceso a factores de — —
producción: tierra

Política Subsidios a prácticas Subsidios para obras, Sostenibilidad GSSE Caja verde
medioambiental de conservación reforestación ambiental

Asistencia técnica Fomento de la Sostenibilidad GSSE Caja verde
agroecología ambiental

Información y Disminución de GSSE Caja verde
estadísticas costos de transacción

Crédito Crédito dirigido y Fondos de garantía, Acceso a factores de Variable Caja ámbar, 
subsidiado subsidio a intereses producción: capital azul o verde

Seguros Provisión de seguros Seguros contra desastres, Disminución de la — Caja verde, 
subsidiados sequías, indexados… vulnerabilidad con condiciones

Sanidad animal Servicios de Protección de la salud GSSE Caja verde
y vegetal inspección animal y vegetal

Innovación Extensión agraria Mejora técnica (plagas, Disminución de GSSE Caja verde
tecnológica semillas, riego…) costos de producción

Asociacionismo Fomento del Subsidios al Incremento del poder GSSE Caja verde
y cooperativismo asociacionismo o asociacionismo, apoyo de negociación y de 

del cooperativismo técnico a la creación de acción colectiva, 
cooperativas y empoderamiento
asociaciones

Elaboración propia, a partir de Schickele (1962), Tangermann (2003), Young y otros (2002) y Ray (1998).Fuente
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alcanzar las economías de escala y corregir problemas de
información. Las instituciones promotoras de la producción,
por su parte, ayudan a gestionar un conjunto de áreas que son
decisivas para mejorar el funcionamiento de los mercados en
la agricultura, por ejemplo, en materia de precios y provisión
de bienes y servicios (Ayala, 2002).

4 Cooperación y políticas 
agrarias

De las políticas agrarias se discute tanto lo caras que son4

como lo supuestamente perniciosas que resultan económica-
mente cuando pretenden tener efectos redistribuidores, como
en el caso de los polémicos subsidios agrícolas. Según el punto
de vista neoclásico, sirven para mejorar el estado de un sector
quitando recursos a través de impuestos a otro más rico, lo
cual no cumple el principio de Pareto.5 Puede haber controver-
sia sobre si un país rico quiere gastar dinero o no en mantener
un sector que desaparecería sin las ayudas, aunque la realidad
es que la mayor parte de las ayudas de la PAC (Política Agra-
ria Común de la Unión Europea) se reparten entre los ricos.

Las directrices del Comité de Ayuda al Desarrollo de la
OCDE hacen hincapié en el párrafo 279 en lo dañina que es
para los países pobres la protección de los países ricos:

Una mayor coherencia política por parte de los países de la
OCDE podría tener una importancia fundamental para los
países en desarrollo. Según estimaciones de las secretarías
de la OCDE y del Banco Mundial, los aranceles y
subvenciones de la OCDE a la agricultura y a los
productos manufacturados pueden causar a los países en
desarrollo pérdidas anuales de la misma magnitud que el
total de sus ingresos en concepto de AOD. Si añadimos el
efecto de las barreras no arancelarias, la protección de los
servicios y otras medidas de política comercial que
generan costes en las transferencias y transacciones, el
coste estático total para los países en desarrollo del
proteccionismo de la OCDE puede ser tres veces superior
al importe de AOD, y los efectos dinámicos pueden ser
aun mayores. Sólo el coste de la aplicación de las políticas
agrarias asciende para los países de la OCDE a alrededor
de mil millones de dólares diarios, casi siete veces más que
los gastos en AOD de los países miembros del CAD 
(MAE-SECIPI, 2002).

El consenso en cooperación suele estar cerca de pedir la
eliminación de los subsidios en el norte. Sería una solución
parcial que mejoraría la situación económica de los sectores
agropecuarios en los países pobres, aunque no sería la solu-
ción definitiva, porque quedaría pendiente el problema de los
precios de las materias primas.

Pero ¿es igualmente legítimo defender la necesidad de eli-
minar los subsidios en los países pobres cuando el sector apo-
yado es el más necesitado? No es posible mejorar a corto plazo
el estado de los pobres sin ninguna transferencia desde la
parte de población con mayor acceso a ingresos y activos.
Dicho en términos económicos: no todas las políticas económi-
cas tienen por qué ser óptimos de Pareto para ser socialmente
deseables (Ray, 1998). Las políticas agrarias, y sobre todo los
subsidios, incluyen muchas de esas formas de redistribución.

El CAD en sus directrices expone claramente (párrafo 285)
que «en el contexto de la reducción de la pobreza, el desafío
clave radica en garantizar que los países en desarrollo, y espe-
cialmente los pobres de esos países, se beneficien de la globali-
zación y sean capaces de adaptarse con éxito a este nuevo
entorno». Lograr que los pobres puedan beneficiarse de la glo-
balización y exportar como si fueran terratenientes o multina-

cionales es difícil, aunque no imposible. Se puede conseguir a
través de políticas públicas (extensión agraria, fomento del
cooperativismo, transformación agroindustrial…) que los paí-
ses más pobres no pueden desarrollar por falta de dinero, o lo
hacen con grandes sacrificios financieros. La eficacia de estas
políticas dependerá de su adecuación a las circunstancias de
los pobres. El punto central del debate debe ser éste: ¿qué polí-
ticas para qué circunstancias? Las políticas no proteccionistas
(las GSSE de la clasificación de la OCDE) pueden servir a los
agricultores mejor situados, pero ¿son suficientes para los que
parten de peores condiciones? Es decir, ¿cuánta protección
puede ser necesaria para los más pobres?

Esta protección no sólo puede ser necesaria por la compe-
tencia que les llega desde los países ricos. Estamos demasiado
acostumbrados a pensar que el único problema de los produc-
tores pobres es el dumping agropecuario que se produce de
norte a sur (muy grave), y que esto se resuelve con la disminu-
ción de los subsidios del norte que distorsionan el comercio
(supuestamente sólo las cajas ámbar y azul de la OMC) y con
cierta protección arancelaria. Esto es necesario. Pero los pro-
ductores pobres pueden requerir protección no sólo contra los
productos del norte: en los sistemas agropecuarios duales
(aquellos donde conviven en una misma región granjas gran-
des tecnificadas junto con pequeños productores de subsisten-
cia) los pequeños productores no pueden competir con los
terratenientes tecnificados de su propio país, aunque estos
últimos vendan por encima de su costo de producción.

Son frecuentes estos casos en la producción de carne de
pollo (granjas pequeñas con doscientos animales frente a gran-
jas industriales con doscientos mil), o en el cultivo de arroz
(arroz de secano cosechado a mano frente a arroz de inunda-
ción cosechado con maquinaria), donde los pobres no pueden
producir con la suficiente eficiencia para permanecer en el
mercado. El apoyo de la cooperación que ha intentado promo-
cionar pequeñas granjas fracasa con frecuencia en estos siste-
mas duales.

Se agravan los problemas cuando los pobres viven además
en tierras marginales que no pueden aumentar su productivi-
dad por problemas ecológicos y climáticos, o en países pobres
pero con monedas sobrevaluadas con respecto a las de sus
vecinos (de donde pueden venir los productos más baratos).

Veamos ahora dos casos posibles de intervención de la
cooperación en el sector agropecuario. Las políticas agrarias
pueden aplicarse nacional o internacionalmente. En el primer
caso, el país receptor ejecuta programas de desarrollo con fon-
dos de la cooperación. La tendencia actual es que se incluyan
dentro de los presupuestos del país receptor. En el segundo
caso, la cooperación ha establecido políticas de apoyo a los
productores o a los ministerios de agricultura dentro de pro-
gramas internacionales dirigidos principalmente a la regula-
ción de los precios de las materias primas.

■ Una intervención nacional: los enfoques
sectoriales y la ayuda presupuestaria en
la agricultura

En los últimos cinco años se está dando un cambio de paradig-
ma en la cooperación. No es un cambio espectacular por su
puesta en escena, pero sí por los resultados que puede ofrecer.

Los Objetivos de Desarrollo del Milenio, por un lado, y el
reconocimiento algo tardío de que sin la intervención del Esta-
do en los países pobres la erradicación de la pobreza no será
posible, por otro, han sido dos acicates que han devuelto a las
políticas públicas, al menos en los foros internacionales, la
importancia que tuvieron hace decenios. En la cooperación
para el desarrollo, ha supuesto la aplicación de los enfoques sec-
toriales y las ayudas de los países ricos al presupuesto público
de los pobres.

Este reconocimiento paulatino del regreso estatal ha ido
llevando a la cooperación para el desarrollo a la búsqueda de
instrumentos que refuercen los estados receptores de la ayuda,
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a la vez que aumenten la eficacia y disminuyan los costos de
transacción producidos por la gran dispersión de la coopera-
ción en pequeños proyectos (sesenta mil en 2003, según la
declaración de Roma).

Esta nueva orientación ha sido recogida en el Plan Director
de la Cooperación Española (Ministerio de Asuntos Exteriores
y de Cooperación, 2005), que traduce el sector wide approach
(abreviado SWAp) como enfoque sectorial, y lo ha definido como
el «proceso orientado a lograr que los recursos financieros que
el gobierno del país receptor y la cooperación externa dedican
a un sector, respondan a una política, un plan de actuación y
un plan de gasto únicos, ya que han sido elaborados bajo el
liderazgo del gobierno del país receptor que es quien los ges-
tiona. La sociedad civil, los países donantes y el Ministerio o
ministerios responsables, actuando como socios bajo el lideraz-
go del país receptor, han participado en el establecimiento de
las estrategias, objetivos y metas, y disponen de mecanismos
de seguimiento y evaluación del logro de los mismos».

Los enfoques sectoriales han llegado pues acompañados
del redescubrimiento de las políticas públicas y el regreso del
Estado, y junto con la cooperación a través del presupuesto
(una de las posibles formas de enfoque sectorial) representan
un estímulo fundamental para el futuro de la cooperación.

Los datos sobre la eficacia de esta relativamente nueva
idea (la aplicaban ya los países nórdicos y especialmente el
Reino Unido a finales de los años noventa) en la erradicación
de la pobreza rural son todavía insuficientes. La eficacia de las
políticas públicas en la erradicación de la pobreza rural depen-
derá de la calidad de las políticas agrarias, dado que la agri-
cultura es la ocupación principal en las zonas rurales. Por el
momento, se puede decir con precaución que los enfoques sec-
toriales que se han centrado en la agricultura han tenido
menos éxito que los centrados en la sanidad y la educación.
Brown y otros (2001) achacan este problema a la falta de una
postura internacional clara sobre qué política debe seguir el
Estado en agricultura (ponen como ejemplo los enfoques sec-
toriales en varios países africanos) y a que los diferentes bene-
ficiarios de las políticas tienen sus intereses particulares. Des-
tacan como importante el problema de la retirada del Estado
en la provisión de insumos, de los cuales dependen los pobres
en las áreas remotas y cuyo papel no ha sido retomado por la
iniciativa privada.

Las políticas agrarias deberían ir encaminadas a conseguir
el crecimiento económico del sector. No son la única posibili-
dad de reducción de la pobreza rural, pero sí la principal. Es
cierto que la economía rural no agropecuaria (la rural non-farm
economy, RNFE), basada en el desarrollo de la industria o los
servicios en el campo, es una posibilidad adicional, pero está
limitada a zonas con desarrollos económicos intermedios. Por
lo tanto, en la mayoría de los casos será necesario seguir con-
tando con la agricultura como única actividad posible en
zonas marginales o con mercados limitados. Pero ¿cómo se
puede conseguir que el crecimiento recaiga en los más pobres?

Los enfoques sectoriales ofrecen grandes oportunidades
para la lucha contra la pobreza rural. Usan como guía los
Poverty Reduction Strategy Papers (PRSP), que cada país debe
preparar para poder acceder a los nuevos tipos de ayuda a tra-
vés del presupuesto. Veamos qué condiciones ideales deberían
cumplir para no defraudar las expectativas en el sector agro-
pecuario.

En primer lugar, al recibir ayuda para el sector, el Estado
debe volver a comportarse como tal y dejar de hacerlo como si
fuera una ONG. La ayuda de la cooperación impedía —ade-
más de la prohibición tácita o expresa por parte de los Planes
de Ajuste— que el Estado pudiera aplicar políticas agrarias 
de alcance nacional, dado que las ayudas venían en forma de
pequeños proyectos y estaban destinadas a fines concretos 
de los que no era posible desviarse. 

El trabajo estatal se dedicó a imitar al de las ONG, con 
proyectos locales, a corto plazo, con recursos limitados, que
buscaban mayormente que los beneficiarios alcanzasen la
competitividad o bien se conformasen con la subsistencia

como solución a la desaparición del propio Estado, utilizando
un tipo de herramientas blandas en la lucha contra la pobreza
(Pons, 2002).

Las actividades promovidas tanto por el Banco Mundial
como por el Comité de Ayuda al Desarrollo de la OCDE se cen-
traron en la organización de los pobres (empoderamiento), en
la resolución de conflictos y en programas de crédito de escasa
amplitud que no llegaban más que a un porcentaje escaso de
agricultores. Este tipo de actividades conlleva un comporta-
miento por parte del Estado que Mellor (2000) ha denominado
«enfoques focalizados» (direct targetting approach). Mellor con-
cluye que con este tipo de enfoque focalizado no se reduce la
pobreza de seiscientos millones de personas, sino la de muchas
menos. Para impactos mayores es preciso trabajar en el creci-
miento de la agricultura como sector en su conjunto. Reco-
mienda el apoyo estatal porque la agricultura responde bien al
estímulo económico y porque el crecimiento del sector aumen-
ta el empleo y la demanda de bienes no agrícolas producidos
localmente, y añade como razón adicional para evitar los enfo-
ques directos la competencia por atraer la atención entre los
distintos componentes: microcrédito, género, microempresas…

Lipton (2001) explica este sesgo excesivo hacia el empode-
ramiento como una confusión entre el qué era necesario hacer
(reforma agraria, transferencia de tecnología, semillas…) y el
cómo conseguirlo: a través del empoderamiento de los pobres.
Se hizo demasiado hincapié en el cómo, que funcionó en
muchas ocasiones, pero se abandonó aquello que se pretendía
conseguir, como prueba la enorme disminución de la inversión
en agricultura. Añade Lipton: «la pobreza no desaparecerá a
menos que los pobres influyan en el cómo de las instituciones y
políticas rurales y nacionales. Pero empoderarlos para contro-
lar un motor de desarrollo renqueante tampoco funcionará». 

El empoderamiento no es malo, pero es inútil si se constru-
ye sobre una agenda económica cerrada en torno al Consenso
de Washington.6 Conseguir un crecimiento de la agricultura
que beneficiara a la mayoría de los pobres implicaría utilizar
otro tipo de herramientas (duras), políticas de amplio alcance,
universales y sin contrapartidas de los beneficiarios (Pons,
2002). Esto sólo se logrará a través de políticas públicas autén-
ticas, cuyo objetivo sería fomentar el crecimiento económico de
calidad, que llegue a un sector mucho mayor de la población y
que proporcione más beneficios reales que las oportunidades
más o menos ficticias que conceden los enfoques directos.

La tendencia actual, visto el auge de los enfoques sectoria-
les y la ayuda a través del presupuesto, parece evitar el proble-
ma de dispersión que produce el proyectismo, pero no garan-
tiza que el tipo de actuación se aleje de las actuaciones de
impacto diluido como el microcrédito o el empoderamiento.

Veamos un ejemplo en el que se muestra que de nada sirve
que los Estados pasen a comportarse como ONGD si renun-
cian a las políticas generosamente redistribuidoras que son
capaces de llevar a cabo si cuentan con el financiamiento sufi-
ciente. En los PRSP de cuatro países africanos, revisados en un
estudio para la cooperación japonesa (Driscoll, Cristinansen y
Booth, 2005), todos los instrumentos aplicados para la agricul-
tura lo son en forma de bienes públicos ofrecidos colectiva-
mente (es decir, los GSSE del cuadro 4, que, aun sin intervenir
los mercados, pueden favorecer la diversificación hacia otras
actividades más productivas), sobre todo en extensión agraria
e investigación. No existe ninguna mención a la posibilidad de
dar ayudas en forma de subsidio.

Si se abriera la veda a la ayuda en forma de subsidios, la
focalización, criticada por Mellor por su impacto limitado, no
tiene por qué desaparecer, sino que puede seguir siendo nece-
saria, sólo que esta vez siendo efectivamente redistribuidora.
Habría que tener ciertas precauciones: se trata de un sector
variado y complejo y las políticas pueden beneficiar a sectores
ya suficientemente acomodados en vez de a los más pobres. O
pueden dirigirse a aquellos que están apenas por debajo del
límite de la pobreza, los cuales responden más fácilmente a los
estímulos económicos y proporcionan las mayores alegrías a
las estadísticas estatales (es más fácil sacar de la pobreza a
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quien está a diez centavos de ganar los dos dólares diarios que
a quien se encuentra a un dólar de distancia).

¿Qué pueden hacer las políticas públicas y la cooperación
por los agricultores más pobres? Según el IFAD,7 la mejor
apuesta para la reducción de la pobreza es la modernización
de la agricultura basada en la producción de granos básicos, al
menos en los estadios iniciales del desarrollo rural. Esto tiene
gran importancia, porque los proyectos de cooperación, espe-
cialmente en los años noventa, tendieron a buscar otras salidas
a los granos básicos con el argumento de que no eran renta-
bles. Los campesinos eran muy reticentes a abandonar los gra-
nos, pero no daban el salto hacia su intensificación porque 
la apuesta era demasiado arriesgada. Apostar por la diversifi-
cación sin asegurar los granos también era demasiado arries-
gado, y no todos disponían de los recursos necesarios para
intentarlo. Se quedaban con las producciones básicas de sub-
sistencia. Por eso, es posible que haya que continuar con la
modernización técnica en granos básicos antes de pasar a otros
productos. Sin embargo, en estos cultivos se dan dificultades,
como la inestabilidad en los precios, que en ausencia de segu-
ros que puedan cubrir los riesgos se hacen difíciles de superar.

Los granos básicos, subsidiados y protegidos para los más
pobres, deberían ser el rubro de producción al que pudieran
acogerse quienes no puedan insertarse en los mercados agro-
pecuarios competitivos. Deberían ser la red de seguridad para
los más pobres, temporal en los casos en los que la diversifica-
ción sea posible con el tiempo (no siempre lo es), o definitiva
en los que no haya condiciones para una alternativa, porque no
siempre la hay. Además, hay que tener en cuenta que los pro-
ductos procedentes de la diversificación están sujetos a la fala-
cia de la composición como cualquier otro (véase el cuadro 5),
tal como demuestra la experiencia en proyectos de coopera-
ción, tanto de ONG como del Banco Mundial.

Aceptar la recomendación del IFAD tiene ciertas implica-
ciones en el tipo de políticas agrarias necesarias para permitir
el desarrollo de los granos básicos y una posterior diversifica-
ción: para poder producir granos, la mayoría de las veces en
situaciones difíciles (malas tierras, lluvia irregular o escasa,
poco capital), los campesinos necesitan ciertas condiciones,
que se citan a continuación.

■ Protección contra la competencia. Ningún agricultor
puede avanzar en el proceso de tecnificación y en el aumento
de la productividad mientras llegan a su país granos a menor
precio procedentes de otros países. No se trata sólo de los
cereales subsidiados del norte o de la falsa ayuda alimenta-

ria, sino también de granos de los países vecinos cuya mone-
da es más débil.8

Solucionar esto sería posible, como veíamos, a través de la
implantación de derechos reguladores o primas compensato-
rias. La solución no es sencilla, y hasta es posible que no exista
una totalmente satisfactoria. La protección de los pequeños
agricultores productores de granos es cara. Como son menos
eficientes, aumentar los derechos reguladores implica una
subida de los precios internos de los alimentos, mientras que
las primas compensatorias son necesarias si el país no se quie-
re ver forzado a subir los salarios industriales, con el consi-
guiente retraso en el desarrollo del sector manufacturero. La
cooperación internacional debería llegar a cubrir parte de los
costos de estas primas, de manera que los campesinos pudie-
ran producir y competir en el mercado interno sin precios
demasiado altos para la población urbana.

La aportación podría hacerse efectiva por la vía de pagos
directos o subsidios a los insumos, mecanismo este último
muy utilizado en países pobres. Jeffrey Sachs, en el informe
sobre los avances de los Objetivos de Desarrollo del Milenio
(Proyecto del Milenio de las Naciones Unidas, 2005), reco-
mienda que se faciliten fertilizantes a los campesinos de 
subsistencia, que no disponen de medios para reponer los
nutrientes extraídos del suelo. La cooperación internacional
puede y debe gastar dinero en estos subsidios. Sólo habría que
acabar con el miedo irracional que produce, en nombre del
asistencialismo, entregar dinero a los pobres. De paso, se ayu-
daría a solucionar el problema de la baja capacidad de absor-
ción de la cooperación, algo preocupada últimamente por
saber dónde colocar el dinero, en el caso de que se diera el
aumento en el presupuesto tantas veces prometido.

■ Existencia de crédito y seguros. Como hemos visto, la
ausencia de crédito y seguros se debe a fallos de mercado que
hacen que la iniciativa privada no los cubra por falta de expec-
tativas de beneficio o excesivo riesgo. Sin los dos elementos
juntos los pequeños productores se enfrentan a una ruleta en
la que pueden perder los pocos activos que tienen por cual-
quier crisis de precios, sequía o plaga. En áreas poco pobladas
o remotas tanto el crédito como los seguros tienen que estar
subsidiados, y además contar en el caso de los seguros con el
Estado como asegurador de última instancia.

■ Almacenamiento público. En los países ricos el almacena-
miento público se ha sustituido por programas de producción
con control de superficies o número de animales, que se ubi-
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Falacia de la composición

Lo que parece ser bueno para uno puede no serlo para todos. Igualmente, lo que parece acertado para los individuos
no siempre lo es para la sociedad en general. 

Ejemplo: Si un granjero tiene éxito produciendo una gran cosecha de maíz, puede tener como recompensa un ingre-
so mayor (con relación a los otros campesinos). Sin embargo, si cada campesino tiene la misma gran cosecha, el resulta-
do más probable será un exceso de oferta agregada de maíz a un precio dado, la subsiguiente caída del precio y unos
menores ingresos para todos los productores. La falacia se produce cuando se alega que lo que es bueno para uno lo es
para todos (Batten, 2000).

La falacia de la composición también se llama problema de la suma (adding-up problem) y se puede aplicar a cual-
quier actividad que se decida emprender, tanto el cultivo como la transformación o los servicios.

Tiene mucha influencia en los proyectos económicos porque se da al elegir qué se va a producir o con qué se va a
comerciar. Los campesinos tienen mucha tendencia a cultivar lo que le ha funcionado al vecino. Lo que empieza pro-
duciendo uno lo termina produciendo todo el mundo, provocando caídas de precio. Este problema se puede dar a
escala mundial, como ocurrió en el caso del café (promovido hasta la crisis de excedentes de finales de los noventa por
el Banco Mundial) o en los mercados locales o regionales.

En los proyectos se tiende a hacer lo que es fácil o requiere poca técnica. Los microempresarios suelen caer en el pro-
blema de la suma, porque tienden a buscar inversiones bajas y de sencillo manejo, lo que las hace fácilmente replica-
bles. Así, los proyectos de aceites esenciales, hierbas medicinales, mermeladas y frutas desecadas alcanzan rápidamen-
te los puntos de saturación del mercado. Y, sin embargo, se siguen promocionando porque a alguien (que empezó
cuando la demanda era suficiente) le fue bien.

Cuadro 5

Elaboración propia.Fuente



can en la caja azul de la OMC. Es más barato este método que
la gestión de excedentes. Pero en los países pobres el almace-
namiento público tiene otras funciones: constituye un inventa-
rio de emergencia para seguridad alimentaria y en muchas
zonas el único granero al que acudir para guardar la cosecha,
puesto que los campesinos no tienen grandes silos y a veces
tienen que vender la cosecha con precios bajos sólo por no
tener donde guardarla.

Muchos silos públicos se privatizaron en los ochenta. En
los lugares donde el negocio del grano podía ser rentable, la
iniciativa privada se hizo cargo de ellos, aunque sin ofrecer
precios de garantía ni otros beneficios. Donde no lo fue, se
abandonaron. Es necesario que el Estado vuelva a ofrecer el
servicio en los lugares donde falta.

Estas tres condiciones que hemos visto implican que los bienes
públicos (GSSE) no son suficientes, sino que deben incluirse
otras políticas agrarias, algunas en forma de subsidios o aran-
celes, si se quiere desarrollar el sector agrario de manera que
sus beneficios lleguen a todos.

■ Una intervención internacional: los
mercados de materias primas agrícolas

Hasta ahora hemos visto que hay que apoyar el fomento de
los granos básicos con políticas agrarias nacionales como pri-
mer paso para conseguir el desarrollo agropecuario. El segun-
do paso, allí donde sea posible, es la diversificación. Los gra-
nos básicos son en muchas ocasiones bienes no exportables
(en el sentido que en inglés tiene el término non-tradable), que
se producen y consumen en mercados locales. En cambio, los
productos procedentes de la diversificación son casi siempre
objetos de comercio nacional o internacional (en inglés, trada-
bles, que se ha traducido como transables).

Veíamos, cuando hablábamos de las características del sec-
tor agropecuario, que se da un deterioro en los términos de
intercambio entre materias primas y productos manufactura-
dos. A esto hay que añadir la dependencia de los países más
pobres de las materias primas, a los cuales las fluctuaciones en
los precios pueden dejar sin el grueso de sus ingresos durante
varios años.

En muchas de estas materias primas se dan graves proble-
mas de precios incluso cuando no existe competencia de los
países ricos o sin que éstos pongan aranceles. Provienen de
una sobreoferta cíclica. En los cultivos arbustivos o arbóreos
(café, cacao y té) la adaptación al mercado es muy lenta: se
tarda varios años en responder tanto a la abundancia como a
la escasez de producción.

Se intentó resolver estos problemas mediante convenios
internacionales de adjudicación de cuotas: los desaparecidos
Acuerdos Internacionales sobre Materias Primas (ICA por sus
siglas en inglés: International Commodity Agreements), que
regulaban la producción de café, té o cacao, y otros, parecidos
a los de la OPEP con el petróleo o los de la Unión Europea con
las cuotas lecheras. Aquellos acuerdos tuvieron sus mejores
años durante la década de los setenta, cuando se consiguieron
precios mucho más elevados proporcionalmente que los actua-
les. Los mecanismos utilizados eran la acumulación de inven-
tarios y el control de la producción mediante cuotas. Los mar-
keting boards eran las instituciones paraestatales encargadas de
la regulación de precios y cuotas de producción en cada país. 

Los años ochenta, con el avance del neoliberalismo, signi-
ficaron el fin de los ICA como instrumento de control de la
producción (aunque continuaron existiendo como foro de dis-
cusión y como fuente de estadísticas). Los países menos avan-
zados (PMA) fueron los primeros obligados por las circuns-
tancias a abandonar las políticas públicas que protegían a sus
agricultores de los vaivenes del mercado, con la consiguiente
eliminación en muchos países de los marketing boards.

La supresión de los ICA no significaba que el problema de
las materias primas (caída de precios a largo plazo y fluctua-

ciones a corto plazo) hubiera dejado de existir. El CFC (Com-
mon Fund for Commodities) hizo una declaración en la XIX
Conferencia de las Naciones Unidas sobre Comercio y Desa-
rrollo (UNCTAD, 2004) en la cual se lamentaba de que en los
últimos decenios la cuestión de la crisis de precios de los pro-
ductos agrícolas hubiera desaparecido de la agenda. El CFC
resumía la situación de los países productores en los siguien-
tes puntos:

■ El descenso de los precios de materias primas.
■ La variabilidad de los precios, que conduce a ingresos

inestables y privaciones para los pequeños productores.
■ La situación geográfica desventajosa de los países sin costa

o las islas pequeñas, con los consiguientes costes de trans-
porte.

■ La falta de crédito para insumos, capital para inversiones o
know-how. Y la baja productividad resultante, combinada
con la variabilidad de precios y sus efectos nocivos en los
ingresos de los productores.

■ Las barreras, tanto arancelarias como no arancelarias, que
dificultan el acceso a los mercados de los países industria-
lizados, en particular para los productos semiprocesados y
procesados. 

■ La distorsión que se produce en el mercado debido a los
subsidios de los países desarrollados. Un ejemplo son los
subsidios al algodón de los países industrializados, que
aumentan la oferta y bajan los precios mundiales, privan-
do a los productores de los países pobres de fuentes de
empleo y mayores ingresos.

■ El desequilibrio entre el poder de negociación de muchos
pequeños productores como vendedores, que se enfrentan
a las grandes multinacionales como compradores.

El CFC terminaba expresando la necesidad de intervenir
en los mercados de materias primas para resolver los proble-
mas que les afectan. 

La Unión Europea y el Banco Mundial reconocen desde
hace tiempo que los problemas de inestabilidad de precios
existen. La cooperación internacional ha venido poniendo par-
ches (a grandes males, pequeños remedios, en este caso). La
Unión Europea, con el STABEX y su sustituto el FLEX, ha
intentado compensar las pérdidas de ingresos en los presu-
puestos públicos de los países exportadores. El Banco Mundial
está intentando aliviar las fluctuaciones con los seguros de
precio del ITF-CRM. El Fondo Monetario Internacional dispo-
nía de un instrumento de crédito para los países en dificulta-
des, pero ha sido poco demandado porque los intereses eran
caros.

■ El STABEX y el FLEX. La cooperación de la UE encaró en
parte este problema hasta finales del decenio pasado
mediante el uso del STABEX, mecanismo a través del cual se
compensaba a los países de África, el Caribe y el Pacífico
exportadores de materias primas por las disminuciones de
ingresos por exportaciones de materias primas agrícolas.
Cuando terminaron los acuerdos de Lomé en el año 2000, el
STABEX desapareció, de manera que en los acuerdos de
Cotonou ya no se menciona. Se prefirió suprimir el acuerdo
antes que reformar sus evidentes fallos, actuando como si el
problema hubiera dejado de existir (Koehler, 1997). Entre los
reproches que se le hacían estaba la reinversión forzosa de
los fondos en las materias primas, cuyo exceso de produc-
ción había provocado el descenso de precios y después de
ingresos, con lo que el círculo vicioso de exceso de oferta se
realimentaba.

El STABEX fue sustituido por el FLEX, con funciones pare-
cidas de compensación de pérdidas de ingresos por exporta-
ción, y del que se ha criticado la falta de vínculo automático
entre los cambios adversos en el mercado y el alivio financiero
que proporciona, y el nivel relativamente alto de daño que hay
que demostrar antes de ser elegible para las ayudas (Oxfam,
2004).
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■ EL ITF. El Banco Mundial, por su parte, ha preferido paliar
el problema de la oscilación de los precios promocionando el
International Task Force on Commodity Risk Management
(Grupo de trabajo sobre la gestión de riesgos en materias pri-
mas, <http://www.itf-commrisk.org>), entre cuyos intereses
se encuentran los seguros de precio para materias primas agrí-
colas. En los acuerdos de Cotonou la UE reconoció la impor-
tancia de los seguros de precio y delegó en el Banco Mundial
su desarrollo a través del ITF.

Se han llevado a cabo ya los primeros proyectos piloto,
de los que han derivado preguntas importantes: ¿merecerá la
pena pagar el precio de la prima, que es cara, a las cooperati-
vas que lo utilicen? Es un seguro que trata de paliar la varia-
ción de los precios, pero no la bajada a largo plazo. Si ésta
continúa, ¿no será cada año menor el precio que se pueda
contratar?

■ ¿Una vuelta de los ICA? El Comité sobre Problemas de
Materias Primas de la FAO (2001) achaca el fin de los ICA a
tres razones:

■ Varios ICA intentaron estabilizar los precios en un momen-
to en que todos ellos caían.

■ Los países importadores y los exportadores mantenían
puntos de vista diferentes sobre el rango de precios que
debía mantenerse, así como hasta qué punto los precios
objetivo debían reflejar las distintas calidades de producto.

■ Los gobiernos de los países importadores más importantes
(los más ricos) no apoyaban la idea de regular los precios
de los mercados internacionales de materias primas.

No es de extrañar que los principales beneficiarios de los
precios bajos, las multinacionales que controlan el mercado
(Cargill, Nestlé, Unilever…), pertenezcan a los mismos países
cuyos gobiernos dejaron de apoyar el control de mercado. No
significa que estos gobiernos no crean que el control funciona:
la Unión Europea mantiene el sistema de cuotas lecheras que
impide tanto el dumping interno (la llamada leche negra) como
el derrumbe de los precios por sobreoferta.

Gilbert y Varangis (2003) han demostrado que la restric-
ción de la oferta funciona para el control de los precios, anali-
zando varios casos de producción de materias primas en
África. Una de las razones aducidas para liberalizar los merca-
dos de materias primas es que en mercados libres el productor
se lleva un porcentaje mayor del precio final. Las conclusiones
de este estudio indican que las consecuencias de la liberaliza-
ción dependen de la cuota mundial de mercado de cada país.
Si liberalizan países pequeños, el productor gana más, pero los
precios mundiales no se resienten, porque el aumento de la
producción de un país pequeño no es suficiente para alterar-
los. En cambio, si es un país grande, la bajada de precios que
se produce provoca que el productor se lleve un porcentaje
mayor de un precio mucho más bajo, y que los únicos benefi-
ciados sean los consumidores del norte (siempre y cuando la
bajada de precios se transmita hasta el precio final; en caso
contrario, sólo se beneficia la multinacional). Recordemos que,
si bien en los países ricos hay amplios mecanismos antimono-
polio, éstos no existen para las pocas multinacionales compra-
doras de materias primas. 

Este caso no es muy distinto de lo que ocurre con el petró-
leo: los países pequeños que no pertenecen a la OPEP aprove-
chan los precios altos de la producción controlada de los paí-
ses grandes para producir lo que pueden, sin que el mercado
mundial se vea afectado, pero con gran beneficio para ellos.

Oxfam (2004) ha sugerido la vuelta de los ICA, con el
argumento del éxito que tuvieron en los ochenta en el mante-
nimiento de los precios en límites razonables y el desastre que
se produjo después de su desaparición. Cuáles son los límites
razonables, cómo intervenir y manejar los inventarios son
cuestiones complejas, pero no por ello hay que dejar de abor-
darlas. Hewitt, del Overseas Development Institute, en un
encuentro sobre materias primas que tuvo lugar en 2002, se

pregunta si el control de la oferta no será la única solución.
Sobre todo, si su desaparición entrega más poder a las compa-
ñías que controlan el mercado (Page y Hewitt, 2001). Limitar
la oferta funcionó en los años setenta, a pesar de sus defectos,
y es una buena alternativa para solucionar un problema cróni-
co de variabilidad y bajada de precios a largo plazo.

5 Conclusiones

En este cuaderno hemos analizado el papel de las políticas
agrarias en la erradicación de la pobreza rural y su relación
con la cooperación para el desarrollo a través de dos cues-
tiones:

■ ¿Son suficientes las políticas agrarias nacionales que ofrecen
servicios colectivos a los campesinos, o deberían ser com-
plementadas con subsidios y protección arancelaria para
los más pobres?

■ ¿Qué mecanismos internacionales son necesarios para evitar
el deterioro de los precios en las materias primas?

En el primer caso se propone promover el cultivo de los
granos básicos en los estadios iniciales del desarrollo agrícola,
entre los más pobres, con protección efectiva tanto con subsi-
dios como arancelaria. Las políticas agrarias nacionales pue-
den ayudar a resolver ciertos problemas: infraestructuras,
innovación tecnológica, costos de transacción… Pero para que
puedan ser redistribuidoras, deben volver al respeto por las
características especiales del sector agropecuario, tal como se
daba en los años setenta y principios de los ochenta. Es decir,
es preciso intervenir en los mercados, intervención que puede
tomar aspectos muy diversos, según los países, y estar más o
menos centrada en los pobres o tener un alcance más amplio.
Es cierto que algunas de estas opciones funcionaron mal
durante decenios. Pero las reformas que ha sufrido el Estado,
que sólo lo han adelgazado en vez de ponerlo en forma, 
deberían dirigirse a permitir funcionamientos adecuados de
políticas públicas complejas. Las mismas reformas que han
beneficiado al Estado para la dotación de bienes públicos
indiscutibles y necesarios como la salud o la educación, se
pueden aprovechar para intervenciones en los mercados más
mesuradas y atinadas que las que se hicieron en los setenta.

Se puede focalizar por pobreza o por área geográfica, pero
teniendo claro que empoderar no es un fin en sí mismo, sino
que se hace para lograr transferir riqueza o facilitar la produc-
ción. Los subsidios a los insumos son una buena posibilidad
de transferencia de recursos. Habría que ampliar la caja S&D
para permitir elevar los presupuestos destinados a ellos.

En el segundo caso, para la producción de materias primas
exportables (que pueden provenir de la diversificación desde
los granos básicos), se propone volver al control de la produc-
ción como manera de evitar el desplome cíclico de los precios,
sin menoscabo de los seguros de precio como refuerzo. Es
necesario resolver con medidas suficientes el problema de la
caída de precios de las materias primas a través de un control
internacional de la sobreoferta, que se puede conseguir con
una vuelta a los controles de producción y con la creación de
leyes antimonopolio para las multinacionales compradoras.

En referencia a la relación entre cooperación y erradicación
de la pobreza rural, ¿cuál debe ser la postura de la coopera-
ción frente a las políticas agrarias? Dado que es difícil que los
países ricos eliminen sus subsidios porque no están dispuestos
a ver el retroceso de sus sectores agropecuarios, sería mejor
reconocer su continuidad, evitar que se utilicen para el fomen-
to de las exportaciones, apoyar su aplicación en los países
pobres y verificar que tanto en los países ricos como en los
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pobres los subsidios se dirigen a los más desfavorecidos y no a
los terratenientes o las multinacionales.

Pero para conseguir realmente los Objetivos de Desarrollo
del Milenio, ¿cómo se pueden hacer posibles estas políticas en
los países pobres, teniendo en cuenta por una parte sus limita-
ciones presupuestarias, y por otra la prohibición de la OMC
de aumentar la protección arancelaria?

Los países ricos deberían no sólo permitir, sino financiar
subsidios focalizados para lograr el crecimiento del sector
entre los más pobres. ¿Por qué?

■ Porque los ricos también lo hacen. Desacoplar la produc-
ción en los países ricos no es un gesto suficiente si ésta
puede exportarse, porque ha podido ser producida a
menor precio gracias a un pago, por desacoplado que éste
sea (Berthelot, 2004).

■ Porque los pequeños agricultores no son necesariamente
más eficientes (hay variaciones geográficas y de tamaño,
costos de transacción mayores), ni comparándolos con los
agricultores de los países ricos, ni con los ricos de sus pro-
pios países.

■ Porque la variabilidad de los precios se ceba en los peque-
ños, que no tienen reserva de capital para afrontar las tem-
poradas malas.

Las tecnologías de la información y el conocimiento de este
siglo son una herramienta con la que no se contaba hace treinta
años. Tenemos instrumentos de control (SIG —sistemas de
información geográfica—, fotos de satélite, bases de datos com-
puterizadas) que abren oportunidades nuevas. Se ha dado el
reconocimiento de los fallos de mercado y de la necesidad de
paliarlos. Con todo el conocimiento desarrollado en los últimos
años acerca de la importancia de las instituciones en el desarro-
llo, con los Objetivos de Desarrollo del Milenio como acicate y
con los enfoques sectoriales, que prometen devolver el prota-
gonismo a los Estados, tenemos los elementos necesarios para
aplicar políticas agrarias que de verdad reduzcan la pobreza.

1. Las opiniones expresadas en este cuaderno no reflejan necesaria-
mente las de Ingeniería Sin Fronteras-Asociación para el Desarrollo.

2. Una revisión extensa se puede encontrar en Thirtle y otros (2001).
3. Según normas de la OMC, el dumping se define como la venta

para exportación por debajo del precio de mercado propio, en vez
de como la exportación por debajo del costo de producción. Así, la
Unión Europea ha ido reduciendo los precios en su mercado inter-
no, manteniéndolos por debajo del costo de producción, y le basta
con compensar la diferencia a los agricultores con pagos desaco-
plados (Berthelot, 2004).

4. No sólo en los países ricos. A la India le costaba un 1% de su PIB
sólo el subsidio a los fertilizantes en los noventa (Ray, 1998), lo
mismo que a Turquía y Sri Lanka en los ochenta (Baffes y Meer-
man, 1997).

5. Una situación es óptima de Pareto cuando los recursos y produc-
ción han sido distribuidos de tal manera que nadie puede mejorar
sin que tenga que sacrificarse el bienestar de al menos otra perso-
na. Si para que un pobre mejore un rico tiene que pagar por ello
más impuestos, no es una situación óptima según Pareto.

6. Conjunto de políticas llevadas a cabo por el Fondo Monetario
Internacional y el Banco Mundial consistentes en la promoción de
la liberalización comercial, la desregulación y la privatización de
empresas públicas.

7. Informe de 2001, cap. 4, p. 35.
8. Los países latinoamericanos dolarizados (El Salvador y Ecuador)

importan grandes cantidades de cereales de sus vecinos con
moneda de menor valor. Algunos productores ecuatorianos muy
tecnificados son capaces de exportar a los vecinos incluso en esas
condiciones desventajosas, pero resulta imposible para los de
subsistencia.
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